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Órganos de Fiscalización de Universidades Privadas
Las órganos y competencias para fiscalizar a las universidades privadas son las siguientes:

· El Ministerio de Educación, a través de la División de Educación Superior, tiene atribuciones en lo relativo a entrega de información por parte de las universidades, pudiendo aplicar sanciones en caso de incumplimiento, y en el otorgamiento y cancelación de la personalidad jurídica de la universidad y de su reconocimiento oficial.

· El Consejo Nacional de Educación, en tanto, interviene en dichas materias y tiene además atribuciones en lo que se refiere al proceso de licenciamiento de las universidades, pudiendo solicitar la cancelación de su personalidad jurídica durante el tiempo en que se desarrolla dicho proceso.

· A la Contraloría General de la República le corresponde el control financiero de los fondos de que estas universidades son receptoras, sin poder realizar un control de mérito en cuanto a su utilización.
· Ni la Comisión Nacional de Acreditación ni el Ministerio de Justicia tienen atribuciones para fiscalizar a las universidades privadas.
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Introducción

Se revisan las atribuciones de fiscalización que los distintos órganos del Estado tienen respecto de las universidades privadas, específicamente las del Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación, la Contraloría General de la República y el Ministerio de Justicia, a fin de determinar cuáles tienen competencia de fiscalización en relación con dichas universidades. 
I. Ministerio de Educación

Las atribuciones de fiscalización del Ministerio de Educación con respecto de las Universidades se encuentran radicadas específicamente en su División de Educación Superior, conforme al articulo 8º de la Ley Nº 18.956 que reestructura el Ministerio de Educación Pública
 que, en lo pertinente, dispone que le corresponde “velar por el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que regulan la educación superior en el ámbito de competencia del Ministerio”.

1. Atribuciones relativas a la obtención y cancelación de la personalidad jurídica y al reconocimiento oficial

En este sentido, adquiere relevancia la actuación del Ministerio en lo que dice relación con la obtención y cancelación de la personalidad jurídica y del reconocimiento oficial de las universidades, regulado en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2 de 2009 del Ministerio de Educación
 (DFL Nº 2).

El artículo 58 establece que, si bien no es posible negar el registro de una universidad para la obtención de su personalidad jurídica, el Ministerio de Educación puede formular objeciones respecto de su constitución, cuando no se cumple con los requisitos que la ley exige o los estatutos no se ajustan a lo prescrito por la ley. Si estas objeciones no son subsanadas, el Ministerio debe proceder a cancelar la personalidad jurídica de la universidad.

Además del caso anterior, las universidades pierden su personalidad jurídica, conforme con el artículo 59, en el caso que en el plazo de un año contado desde que la obtuvieron, no cumplan con los requisitos para obtener su reconocimiento oficial por hechos que les sean imputables.

En relación con la pérdida del reconocimiento oficial y la pérdida de la personalidad jurídica de las universidades, la aplicación de esta medida corresponde al Ministerio de Educación, conforme con el artículo 64 del DFL Nº 2, mediante decreto fundado en que se señale la causal que hace procedente la aplicación de dicha sanción. En el ejercicio de esta atribución intervienen además el Consejo Nacional de Educación, órgano encargado de verificar el cumplimiento de los proyectos institucionales de las universidades (artículo 87 letra c) DFL Nº 2).

La cancelación de la personalidad jurídica de las universidades puede ser originada tanto por el Ministerio de Educación como por el Consejo Nacional de Educación, pero en este último caso, sólo tiene esta atribución respecto de las universidades que se encuentran sujetas al proceso de licenciamiento que dicha institución administra, cuando ellas no cumplen con sus objetivos estatuarios; realizaren actividades contrarias a la moral, al orden público, a las buenas costumbres y a la seguridad nacional; cuando incurren en infracciones graves a sus estatutos; y cuando dejaren de otorgar títulos profesionales que requieren el grado de licenciado (artículo 64).

Ahora bien, la sanción no necesariamente es la cancelación de la personalidad jurídica y la revocación del reconocimiento oficial, pues el artículo 64 establece la posibilidad de que el Ministerio de Educación aplique la sanción de pérdida del reconocimiento oficial a una o más carreras o sedes de una universidad, cuando la causal se verifica respecto de aquellas y no de toda la universidad.
2. Entrega de Información por parte de las Universidades

Conforme con el artículo 114 del DFL Nº 2 en general todas las instituciones de enseñanza superior que reciban aporte fiscal deberán enviar, anualmente, al Ministerio de Educación la memoria explicativa de sus actividades y su balance. Eso si, en el caso de las instituciones privadas sólo deben remitir tal información respecto de los fondos fiscales que hubieren recibido. Es la División de Educación Superior, conforme con el 49 de la Ley Nº 20.129 que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior
, la encargada del desarrollo y mantención de este sistema de información.

Para estos efectos, las instituciones de educación superior tienen el deber de proporcionar “el conjunto básico de información que ésta determine, la que considerará, a lo menos, datos estadísticos relativos a alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico, así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado, y a la individualización de sus socios y directivos.”
.

A fin de asegurar el cumplimiento de esta obligación, el artículo 52 establece que su incumplimiento es sancionado con amonestación por escrito o multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales, pudiendo duplicarse en caso de reincidencia. Dichas sanciones son aplicables en casos que se entregue información incompleta, inexacta o bien que no sea entregada por la respectiva institución de educación superior.

II. Consejo Nacional de Educación

Además de lo ya señalado respecto de la cancelación de la personalidad jurídica de las universidades, el Consejo Nacional de Educación, conforme con el artículo 87 del DFL Nº 2, ejerce otras atribuciones en relación con las instituciones de educación superior, específicamente relacionadas con el licenciamiento de dichas instituciones. 

En este sentido, le corresponde administrar el sistema de licenciamiento (letra a)); pronunciarse sobre los proyectos institucionales para la obtención del reconocimiento oficial (letra b)); y la revocación del reconocimiento oficial de las instituciones adscritas al sistema de licenciamiento destinado a que las universidades obtengan su plena autonomía (letra f)), entre otras materias.

III. Contraloría General de la República

Respecto de las universidades privadas, a la Contraloría le corresponde la fiscalización del uso de los fondos públicos, específicamente del aporte fiscal indirecto
. En relación con esto, por aplicación del artículo 21 B de su ley orgánica
 la fiscalización que realiza no considera un examen de mérito en relación con el uso de tales recursos, sino que únicamente respecto de la legalidad del gasto.

IV. Comisión Nacional de Acreditación
Conforme con la Ley Nº 20.129 le corresponde pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, conforme con el artículo 8º letra a) de dicha ley. En términos generales no realiza funciones de fiscalización de estas instituciones y sólo tiene atribuciones para impartirles instrucciones respecto de la forma en que se debe informar al público sobre acreditaciones otorgadas y dejadas sin efecto, conforme con el artículo 9º literal e). Si bien tiene atribuciones para aplicar sanciones, ellas sólo las ejerce respecto de las agencias acreditadoras.

V. Ministerio de Justicia

Al Ministerio de Justicia le corresponde la tuición respecto de las corporaciones y fundaciones sin fines de lucro que se constituyen conforme a lo dispuesto en el Código Civil y en el Decreto Supremo Nº 110 de 1979 que aprueba Reglamento sobre Concesión de Personalidad jurídica a Corporaciones y Fundaciones que indica
.
Si bien las universidades privadas son corporaciones de derecho privado sin fines de lucro, la forma en que se constituyen y obtienen su personalidad jurídica se encuentra establecida en el DFL Nº 2 antes citado. En razón de ello no corresponde a dicho Ministerio ejercer función alguna respecto de las universidades, no existiendo obligación, por tanto, de parte de estas entidades de remitir información alguna a este ministerio
.

� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/9wpj" �http://bcn.cl/9wpj� (Abril, 2012).


� Decreto con Fuerza de Ley Nº 2 del año 2009 que fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley Nº 20.370 con las Normas no Derogadas del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1º de 2005, disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/4siy" �http://bcn.cl/4siy� (Abril, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/9wto" �http://bcn.cl/9wto� (Abril, 2012).


� Artículo 50 inciso primero.


� Si bien no desarrolla de manera completa esta línea argumental, sirve para sostener lo anterior el dictamen Nº 43.913 de 13 de julio de 2011 en que la Contraloría, ante una solicitud de fiscalización sostiene que no es competente para fiscalizar a una universidad en tanto que esta es una persona jurídica de derecho privado, sin fines de lucro, “y que la materia a que se refiere la aludida presentación no dice relación con fondos públicos que ésta [la Universidad] haya recibido”. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/3305" �http://bcn.cl/3305� (Septiembre, 2011).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/4u55" �http://bcn.cl/4u55� (Abril, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/4usg" �http://bcn.cl/4usg� (Abril, 2012.


� En este mismo sentido se pronuncia el Oficio Nº 7607 de 28/11/2011 del Jefe de Departamento de Personas Jurídicas del Ministerio de Justicia a la Comisión Investigadora.





Elaborado para la Comisión Investigadora de la Educación Superior de la Cámara de Diputados. 
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